LEGISLATURA  DEL  ESTADO
INICIATIVA PRESENTADA POR EL DIPUTADO JOSE LUIS LEAL SANABRIA.

CON FECHA:   03/11/13

DECRETO:   20439

LEY DE HACIENDA MUNICIPAL

DEL  ESTADO  DE  JALISCO.

CIUDADANOS  DIPUTADOS:

El suscrito diputado José Luis Leal Sanabria, en uso de las facultades que me confieren los artículos 28 fracción I, de la Constitución Política y 85 de la Ley Orgánica del Poder Legislativo, ambos ordenamientos del Estado de Jalisco, presenta a esta Soberanía la siguiente Iniciativa de Decreto que deroga la fracción XIV Bis del artículo 112 y adiciona la fracción III del artículo 117 de la Ley de Hacienda Municipal del Estado de Jalisco, para lo cual hago la siguiente: 

EXPOSICION  DE  MOTIVOS

1.-  La función recaudatoria del Estado, particularmente la realizada por los municipios, es pivote indispensable del desarrollo. Un ejercicio fiscal deficiente por un lado conlleva a la inequidad (en cuanto que unos ciudadanos pagan y otros no) y produce desigualdades sociales (en la medida en que los recursos son escasos y muchas las necesidades). Sin embargo, es necesario que los impuestos en general tengan una debida justificación social y jurídica, circunstancia que no sucede con el Impuesto Sobre Transmisiones Patrimoniales, previsto en la Ley de Hacienda Municipal, cuando se impone su cobro aún por contratos declarados nulos o rescindidos.
Los cobros efectuados por los municipios por concepto de Impuesto Sobre Transmisiones Patrimoniales, en los términos establecidos en la fracción XIV Bis de la Ley de Hacienda Municipal, deben apegarse a lo dispuesto en el artículo 31 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, el cual establece que son obligaciones de los mexicanos:
IV.- Contribuir para los gastos públicos así de la Federación como del Estado y Municipio en que residan, de la manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes.
Lo contrario (el impuesto desproporcionado e inequitativo), resulta antijurídico por estar en desacuerdo con la Constitución Federal. Ahora bien, de acuerdo con lo ordenado en el precepto citado de la Ley de Hacienda Municipal, el objeto del impuesto referido es el traslado del dominio sobre bienes inmuebles, por cualquier hecho, acto o contrato; más adelante el precepto señala que se entiende que existe traslado de dominio o de derechos de propiedad o copropiedad de bienes inmuebles siempre que se realice:
XIV Bis.-  La transmisión de bienes y derechos, si por rescisión del contrato vuelven al enajenante después de 60 días de la fecha en que se otorgó éste;
Por esta disposición se colige que, cuando se está en presencia de un contrato rescindido y como consecuencia de ello vuelven al enajenante los bienes y derechos transmitidos, no es dable que la hacienda municipal cobre el impuesto, aunque se trate materialmente de una reincorporación de dichos bienes y derechos al patrimonio del enajenante. Esta situación tiene un poderoso soporte doctrinario toda vez que la rescisión es una institución jurídica que tiene como efecto principal la restitución recíproca de las prestaciones que se hubieren hecho las partes, y una de ellas se constituye precisamente por la devolución de los derechos de propiedad que hubieren sido objeto de un contrato traslativo de dominio, de lo que se sigue, una vez declarada judicialmente la rescisión o consensuada por las partes, se revierten los efectos originales de la transmisión y evidentemente esta circunstancia no puede generar la obligación fiscal a cargo del enajenante contractual, dado que la situación podría describirse en términos legos como una operación inexistente que como tal no produce derecho ni obligación alguna que no sean sino las necesarias para regresar las cosas la estado en que se encontraban antes de la suscripción del contrato. Es decir, en virtud a la rescisión no existe transmisión de dominio y por tanto no se genera la obligación de pagar el Impuesto Sobre Transmisiones Patrimoniales. 
Sin embargo, existe una cuestión que debe ser revisada para evitar que dicho impuesto sea inequitativo y, por ende, antijurídico. Este punto tiene que ver con la condición establecida en la fracción XIV Bis del precepto citado para que no opere la actualización del impuesto, a saber, que la rescisión del contrato sea declarada o consensuada dentro de los 60 días posteriores a la fecha en que se otorgó el contrato. Lo que significa que si la rescisión se da con posterioridad al plazo legal, la hacienda municipal si estará en condiciones de cobrar el Impuesto Sobre Transmisiones Patrimoniales no obstante que en los hechos y jurídicamente no se hubiere efectuado una transmisión de dominio, sino una devolución de derechos por una operación ineficaz. Esta hipótesis resulta inequitativa para el enajenante desde la visión de que, cuando le es devuelto su derecho de propiedad sobre un bien inmueble esto no importa una modificación a su patrimonio, sino que tan sólo le es devuelto lo que no se transmitió, en virtud a la rescisión del contrato. Se destaca con mayor claridad el enriquecimiento ilegítimo de la hacienda municipal en estos casos, cuando valoramos que el contrato traslativo de dominio en el momento de su protocolización notarial generó el pago del impuesto referido por parte del adquirente, por lo que resulta extralógico que el municipio cobre de nueva cuenta el impuesto por rescisión del mismo contrato. Entonces, el autor de la presente iniciativa propone sea exento del cobro del impuesto la persona a quien por rescisión del contrato le hubieren sido devueltos los bienes y derechos que transmitió. Esta fórmula es congruente con el principio de equidad constitucional y evita el enriquecimiento ilegítimo del municipio.
Aunado a lo anterior, es menester señalar que la rescisión no es la única institución jurídica que debe tener como consecuencia la exención fiscal referida, sino que la nulidad y todas las demás ineficacias reguladas por el Código Civil deben tener la misma solución, toda vez que también traen como consecuencia la devolución de los bienes y derechos transmitidos por el acto ineficaz. 
Por ello se propone la derogación de la fracción XIV Bis del artículo 112 y se adicione la fracción III del 117, a fin de establecer con toda claridad la exención del pago de este impuesto y en su caso de la responsabilidad solidaria de la persona a quien por rescisión o cualquier otra ineficacia del contrato, le hubieren sido devueltos los bienes y derechos que transmitió.
2.-  No pasa desapercibido para el autor de la presente iniciativa, la circunstancia de que en los casos de ineficacia de un contrato traslativo de dominio, por estar afectado de nulidad absoluta decretada judicialmente, sus efectos jurídicos son destruidos retroactivamente, según lo dispone el artículo 1763 del Código Civil, lo que podría traducirse no tan sólo en la exención fiscal invocada, sino también en la destrucción o nulidad del pago del Impuesto Sobre Transmisiones Patrimoniales ingresado por el adquirente al momento de suscribir el contrato anulado, lo que propiciaría que la hacienda municipal se viera en la obligación de reintegrarle el numerario recibido. A este respecto es conveniente asumir una visión recaudatoria a favor de los municipios (los cuales actualmente están en condiciones de cobrar el impuesto en la suscripción del contrato y por motivo de su rescisión). Desde esta perspectiva, sostenemos que la ineficacia del contrato no invalida la legítima recaudación municipal ya que ésta se realiza como consecuencia de un acto vigente; y la ulterior declaración judicial de nulidad no la deslegitima, sino que al cambiar la situación jurídica del contrato traslativo de dominio, el cato recaudatorio también se afecta al grado de que el municipio deberá reintegrar el dinero recibido, toda vez que es de explorado derecho que cuando un contrato es nulo no puede producir efectos jurídicos en ningún tiempo y, por lo mismo, los actos que deriven a su vez de aquellos, también serán nulos y tampoco producirán efectos jurídicos en ningún tiempo, de acuerdo al principio que dice quod nullum est nullun producit effectum (el acto nulo produce efectos nulos). Pero esta circunstancia no impele al legislador a suscribir una norma imperativa que obligue al municipio devolver el impuesto de manera oficiosa, sino que se propone que en estos casos, una vez que opere la nulidad hacia el pasado, sea el interesado quien realice gestiones para la recuperación del pago comprobando plenamente la circunstancia que se argumente y sujetándose a los trámites ordinarios de los procesos administrativos y jurisdiccionales, pertinentes.
En mérito de lo expuesto elevo a esta Soberanía la siguiente:
INICIATIVA DE DECRETO QUE DEROGA LA FRACCION XIV BIS DEL ARTICULO 112 Y ADICIONA LA FRACCION III DEL ARTICULO 117 DE LA LEY DE HACIENDA MUNICIPAL DEL ESTADO DE JALISCO. 
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